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Alfonso X. Iracheta Cenecorta y Carolina Inés Pedrotti


Introducción


DESDE LA DÉCADA DEL NOVENTA, la globalización se ha convertido en un tema recurrente en los estudios urbanos y en la gestión de las ciudades; no obstante, el creciente intercambio e interdependencia entre ciudades de distintos países y la apertura más profunda de los mercados provocó una coyuntura que ha agravado las desigualdades socioterritoriales al interior de las áreas urbanas.


Existen numerosos diagnósticos sobre lo que ahora ocurre en las ciudades, así como lo que potencialmente éstas requerirán a mediano plazo. En este libro interesa revisar lo que acontece con lo fundamental de toda ciudad, su soporte ineludible: el suelo urbano. Entre los grandes procesos socioespaciales que hoy suceden en las áreas urbanas algunos comprometen el suelo, e identificamos a continuación.


Primero, persiste el fenómeno de la informalidad urbana; 70% de los sistemas de suelo del mundo no están documentados, según datos del 7° Foro Urbano Mundial (2014), para América Latina —el continente más urbanizado— se estimaba un promedio de 25 a 30% de la población urbana viviendo en distintas condiciones de informalidad e ilegalidad.


Esta doble transgresión —dominial y urbanística— (Clichevsky, 2000) aún constituye uno de los elementos que definen la producción de nuestras urbes (Jaramillo, 2012: 33), con sus complejidades y especificidades, lo que tiene implicaciones no sólo en la seguridad de la tenencia, sino en la calidad de vida de millones de personas.


Segundo, las ciudades latinoamericanas están enfrentando altos costos económicos y sociales derivados de una segregación socioterritorial aguda, fruto de décadas de débiles políticas de planificación urbana, mercados de suelo disfuncionales y poco regulados, y políticas de vivienda que han desconocido la necesaria conectividad entre la vivienda y los centros de empleo.


En tal sentido, existe suficiente evidencia empírica de que las ciudades se han extendido territorialmente (y continúan haciéndolo) a tasas más elevadas que su crecimiento poblacional y económico. Es decir, la mancha urbana crece y consume más suelo, sin un alza en los índices de densidad, condición que genera problemas ambientales, sociales y económicos.


Al mismo tiempo, las estimaciones de población que vivirá en las ciudades y llegará a éstas en las próximas décadas indican que las personas necesitarán, al menos, un lugar adecuado donde habitar; aunado a ello, se tiene que garantizar la seguridad alimentaria para las futuras generaciones de manera sostenible. Ambas circunstancias se relacionan intrínsecamente con el suelo, la expansión de la urbanización con patrones difusos y su extensión hacia las áreas con vocación agrícola.


Tercero, reconocemos la ausencia o insuficiencia de normas, políticas y, sobre todo, instrumentos de suelo asociados a éstas para regular los derechos de propiedad, planear e introducir usos colectivos y aprovechar de manera equitativa la riqueza socialmente generada por el propio proceso de urbanización. Por una parte, el desconocimiento y, por otra parte, la intención de grupos influyentes para mantener la desregulación han contribuido a esta situación. En palabras de Edésio Fernandes (2008: 29-30), esto sucede por efecto del propio orden jurídico más amplio, donde “todavía prevalece muy fuerte, dominante y hegemónica, una visión conservadora, individualista, civilista y patrimonialista de los derechos individuales de propiedad”. Visión que, sin duda, continúa orientando gran parte de la acción de las instituciones jurídicas, e incluso de la opinión pública.


A la vez, diversas cartas de principios firmadas por representantes de un conjunto de países y ciudades en el ámbito internacional han buscado perfilar un modelo universal de ciudad y de sociedad que, además de garantizar varios derechos, respete las peculiaridades locales. Dichas cartas, animadas sobre todo por la Organización de las Naciones Unidas (onu) han difundido principios avanzados, progresistas y acordes con los objetivos de la sustentabilidad. En este contexto, el contenido de la declaración presentada y aprobada en la reunión mundial Hábitat III en Quito, Ecuador (2016) resulta un referente vital de la Nueva Agenda Urbana (nau).


De los 175 puntos que componen este extenso y ambicioso —quizá idealista y hasta utópico— documento de la nau, poco más de 10 abordan de manera explícita el tema del recurso tierra y suelo urbano y los problemas derivados de su manejo;1 además, señalan con cierta vaguedad —¿o sutileza?— cuestiones tan centrales, agudas y polémicas como las causas estructurales de la persistencia de la informalidad urbana, los derechos de propiedad y sus restricciones, la especulación de los mercados de suelo, la corrupción derivada de las lagunas normativas, etcétera. Incluso existen opiniones sobre la poca referencia de la nau a un diagnóstico profundo y realista de la situación de las ciudades, las raíces y los causantes de sus problemas, entre los que podemos identificar el acceso al suelo, su disponibilidad, su ordenamiento y la responsabilidad compartida que esto merece.


A la luz de lo anterior, el tratamiento cuasi marginal de este y otros temas en el documento de la nau generó posiciones críticas y alternativas que fueron materializadas durante y después de la reunión de Hábitat III.


Con la firme convicción de que el suelo es la base esencial de las ciudades y el recurso estratégico para que la construcción de éstas sea equitativa entre quienes conforman las sociedades urbanas, este libro lo integra un conjunto de capítulos cuyo contenido fue presentado y debatido durante el III Congreso Iberoamericano de Suelo Urbano (III cisu), realizado en Curitiba, Brasil, en agosto de 2017, bajo el título El suelo en la Nueva Agenda Urbana. El objetivo del congreso fue identificar, diagnosticar y debatir las cuestiones esenciales presentes en la nau y en otros documentos e iniciativas,2 a la luz de experiencias concretas en Iberoamérica.


La visión de los participantes de diferentes países contribuyó a revisar y valorar los alcances de la nau respecto al suelo urbano, por lo que se compararon y contrastaron los postulados de la misma con los contextos nacionales y locales más involucrados.


De la gran riqueza de trabajos presentados (55 ponencias en tres mesas simultáneas; seis experiencias de mecanismos de resolución de conflictos de suelo en una Galería de Buenas Prácticas; cuatro paneles especiales con la intervención de 19 expertos) sólo se publican 15, distribuidos en tres partes. El motivo de esta organización tripartita obedece, por un lado, a la escala de observación que plantean los distintos capítulos (regional-latinoamericana o local y específica de una ciudad o contexto urbano en un país de referencia) y, por otro lado, al punto de vista que busca desarrollarse. Algunos autores enfocan su trabajo en la documentación y análisis de los problemas  del suelo en las ciudades, los cuales la nau señala de manera general; otros desarrollan alternativas de solución  que emanan de la observación de la implementación de instrumentos diversos: normativos, fiscales y planeación. Si bien estos enfoques no están explícitos en la nau, se insinúan entre sus recomendaciones.


La primera parte se compone de cuatro materiales. Alfonso X. Iracheta Cenecorta inicia la discusión con los antecedentes, limitaciones y perspectivas de la nau; analiza y explica sus alcances en el contexto de la realidad latinoamericana, y revisa los principales argumentos que han ido evolucionando en la voz de Naciones Unidas desde la primera reunión mundial Hábitat I (1976) hasta los preparatorios de Hábitat III. Aquí incorpora aquellos que se presentaron como contraparte argumental en el Manifiesto de Quito (integrado en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales [Flacso], Ecuador), y los aportados por los expertos participantes del III cisu.


Los siguientes tres capítulos exhiben un panorama o visión latinoamericana del estado actual de problemas vinculados con el suelo urbano, que existen y persisten prácticamente en todas las ciudades de América Latina, y que de alguna manera se han señalado al inicio de esta introducción.


Paola Siclari Bravo presenta un análisis derivado de un proyecto regional sobre Gobernanza Responsable y Tenencia Segura en América Latina y el Caribe (ALC). Define qué es un sistema de gobernanza de suelo urbano y periurbano adecuado o corresponsable; revisa el estado de dichos sistemas en ALC, y propone un marco analítico basado en cinco variables y lo aplica a 10 países de la región organizados en cinco subregiones: Caribe (Jamaica y República Dominicana), América del Norte y Central (México y Honduras), Arco Andino Ecuatorial (Colombia, Ecuador y Perú), subregión Brasil (Brasil) y Cono Sur (Paraguay y Argentina).


Por su parte, Raquel Ludermir y María Luisa Alvarado abordan el complejo y espinoso tema de los conflictos de interés por el suelo urbano, o bien, la existencia de múltiples reclamos sobre los derechos de uso confrontados con los derechos de propiedad de determinadas áreas de las ciudades, que llegan a afectar la seguridad de la tenencia de grupos de pobladores urbanos. El texto aprovecha los resultados del diálogo internacional Conflictos de Suelo Urbano en América Latina y Caribe (2017) —iniciativa de Hábitat para la Humanidad y la Fundación Land Portal— , que reunió contribuciones de 28 especialistas en 12 países y buscó comprender los procesos locales frente a los compromisos asumidos por los diversos actores urbanos con la nau y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods).


Benjamín Alva y Ricardo Jordán exponen los numerosos retos que implica la puesta en marcha local de la nau. Ellos proponen definir premisas de implementación para el contexto latinoamericano, bajo un esquema de planeación centrado en la persona (siguiendo los postulados de la agenda). Afirman que los mecanismos de planeación, sobre todo los de la gestión del suelo, deberían considerar la recuperación de mejores condiciones de conectividad y accesibilidad urbanas, lo que redundaría en ciudades más inclusivas en lo socioterritorial.


Un aporte relevante de los textos de la primera parte es el esfuerzo de sistematización que desarrollan los autores, tanto en el retrato de los problemas de suelo, comunes a nuestras urbes y su explicación, como en la naturaleza y características del conjunto de declaraciones y cartas orientadoras que promueven su atención.


La segunda parte también la integran cuatro materiales, los cuales se centran en problemas urbanos de gran actualidad y trascendencia relacionados con el manejo del suelo, pero se retratan en experiencias locales específicas.


Los dos primeros textos documentan y analizan los efectos de la expansión urbana en ciudades medias (situaciones comentadas al inicio de esta introducción). Amanda Carvalho Maia, Vanessa Cocenza y Gisela Cunha Viana Leonelli registran algunas de las estrategias desarrolladas por los gobiernos municipales de dos municipios brasileños del estado de São Paulo (Piracicaba y São José do Rio Preto) en la planificación y orientación del crecimiento urbano, a través de un análisis de los cambios en la legislación relacionados con la expansión de su perímetro urbano en la última década. Mario Arce Guillén y Yolanda Fernández Martínez escogen dos ejemplos de áreas metropolitanas de escala media: la Gran Área Metropolitana (gam) de Costa Rica y la Zona Metropolitana de Mérida (zmm), México, ambas se articulan a partir de ciudades de menor escala, cuyos problemas de configuración urbana son resultado de la continua expansión periférica en la que se han visto involucradas.


A la par del proceso de expansión desmesurada, en la red urbana consolidada de nuestras ciudades se hallan numerosas áreas subutilizadas, los llamados vacíos urbanos, que no sólo contribuyen a alentar la expansión, sino que desaprovechan la infraestructura existente. En este sentido, Ana Laura Pereira Rosi y Tomás Antonio Moreira exponen la situación de los vacíos urbanos en Campinas, Brasil; documentan su proceso de conformación, sobre todo en el marco de la especulación inmobiliaria y los —a veces contradictorios— instrumentos de regulación del mercado de suelo.


En cambio, Margarita Pérez Negrete pone sobre la mesa el controvertido tema de los grandes proyectos urbanos y sus múltiples efectos en el desarrollo de ciertos sectores de la ciudad, o bien, de la ciudad en su conjunto. Revisa el proceso de construcción de la supervía Poniente en Ciudad de México, lo contrapone y contrasta con la perspectiva de los ideales y objetivos de la nau, así como del documento sobre Derecho a la Ciudad y Ciudades para todos de la onu (Comité Preparatorio, 2016).


Un asunto crucial que articula a estos trabajos interpela la función social de la ciudad. Su explicación sobre el manejo especulativo del mercado de tierras, junto con la apertura indiscriminada de áreas a la urbanización, y la restricción del espacio público a ciertos sectores para beneficio de otros nos lleva a preguntarnos si es imaginable tal función social frente a este modelo de producción del espacio urbano. La incompatibilidad con los principios de la nau resulta evidente.


La tercera parte del libro es más extensa, la conforman siete capítulos que abordan diversos instrumentos político-normativos que podríamos catalogar como promotores de una gestión urbana distinta, novedosa, particular, quizá más acorde con los postulados de la nau para las ciudades de la región. Según palabras de Marina Toneli, una de las autoras en esta obra, se trata de una “nueva generación de instrumentos de planificación que acercan intereses públicos y privados en el desarrollo urbano, compartiendo costos y potenciando beneficios”.


Cabe aclarar que seis de los siete casos de la tercera parte pertenecen a ciudades brasileñas. Esto obedece a dos razones: la primera, de carácter teórico-conceptual, es que Brasil cuenta con una importante trayectoria de compromiso con la institucionalización del pensamiento sobre lo urbano; su concretización en el campo de las políticas públicas se da a partir de la aprobación y puesta en marcha del Estatuto de la Ciudad a inicios del siglo xxi, como plataforma imprescindible que permitió derivar el diseño y aplicación de varios instrumentos —políticos, normativos, fiscales— en los ámbitos locales. La segunda razón, más pragmática y circunstancial, es que el III cisu se llevó a cabo en una ciudad de dicha nación, por lo que hubo un considerable número de contribuciones de colegas brasileños.


Los trabajos no sólo explican las ventajas y bondades de los instrumentos desde su diseño y conceptualización, sino rescatan algunas preocupaciones que surgen de la propia experiencia de su aplicación local. En este sentido, los textos incorporan críticas y reflexiones —incluso ajustes necesarios— a la luz de estos resultados.


Fernanda Furtado y Jefferson Tomaz de Araujo exponen el instrumento Outorga Onerosa do Direito de Construir (concesión de derecho de construcción, oodc), la naturaleza de su utilidad en la gestión de los derechos de construcción y la experiencia de su aplicación en 10 municipios brasileños (Belém, Blumenau, Curitiba, Florianópolis, Goiânia, Natal, Porto Alegre, Salvador, São Luís y São Paulo).


En cuanto a la misma noción de gestión de los derechos de construcción como herramienta que contribuye al financiamiento del desarrollo urbano sobresalen otros dos instrumentos: Transferência do Direito de Construir (transferencia de derechos de construcción, tdc) y Operação Urbana Consorciada (operación urbana consorciada, ouc). El primero lo divulgan Isabela Bacellar, Fernanda Furtado y Akhiris Newlands, quienes aprovechan el análisis comparado en 12 municipios brasileños de 10 estados (Belo Horizonte, Campo Grande, Curitiba, Florianópolis, Goiânia, Natal, Nova Lima, Salvador, Santo André, São Luís, São Paulo y Porto Alegre). El segundo lo explica Marina Toneli y documenta el caso de Agua Espraiada en São Paulo.


Iuri Barroso de Moura aborda el instrumento Desarrollo Orientado al Transporte Sostenible (dots) como una alternativa que integra el uso de suelo y la planeación del transporte, con el fin de apoyar el crecimiento de ciudades más compactas y de carácter policéntrico. Además, analiza, de manera breve, las principales experiencias de planificación urbana asociadas con los principios dots en el contexto brasileño (uno pionero, en el marco del Plan Maestro de Curitiba-PR [Plan de Wilheim-IPPUC] de 1966 y uno de los más recientes aprobado en 2014, dentro del Plan Maestro Estratégico de São Paulo-SP).


Por su parte, Samantha Busnello desarrolla la compleja —y muchas veces dis-cordante— relación entre planificación urbana y planificación ambiental en las ciudades; explica la aplicación del nuevo Código Forestal (Ley no 12.651/2012), el cual introdujo nuevas disposiciones respecto a las áreas de preservación permanente en áreas urbanas consolidadas. La autora expone la experiencia del Parque Barigui, en la ciudad de Curitiba, estado de Paraná, y cómo la aplicación del instrumento influyó en la preservación y mantenimiento de dicho espacio.


El capítulo de Tiago de Mattos Chafik Hindi y Tomás Antonio Moreira busca estudiar y comprender los procesos de gestión colectiva del suelo por la vía de la participación ciudadana, en especial en programas de vivienda pública. A través de los términos “microurbanismo” y “microproyectos urbanos”, los autores apelan a dos realidades: la provincia de Quebec, Canadá (en particular la ciudad de Montreal), y el estado de São Paulo, Brasil.


Por último, Juan E. Cabrera muestra la peculiaridad de un instrumento de cofinanciamiento del desarrollo urbano en la ciudad de Cochabamba, Bolivia. Se trata de un conjunto de iniciativas vecinales-comunitarias dirigidas a la financiación de servicios, infraestructuras y pequeños equipamientos, que se asumen y utilizan como figuras similares a la participación en plusvalías.


Localizar la nau, en el sentido de aprovechar y adoptar en concreto sus postulados y orientaciones, es un reto de cada ciudad y espacio regional, de eso no cabe duda. No obstante, las prácticas de distintos instrumentos de suelo que algunas ciudades de la región han emprendido —incluso antes que la declaración de la El suelo en la Nueva Agenda Urbana. Algunas experiencias latinoamericanas agenda— cuentan con lecciones aprendidas para los gobiernos locales y sus ad-ministraciones, quienes protagonizan y enfrentan el día a día de los problemas de suelo en sus ciudades. Quizá éste es el principal aporte de los capítulos de la tercera parte, cuyo desarrollo permite conocer a profundidad los instrumentos: revisar los pros y contras de la propia implementación, compartir los criterios de aplicabilidad, observar los costos y beneficios —explícitos e implícitos— de estas decisiones urbanas, distinguir en su proceso las condiciones del contexto (cambios político-administrativos, la coyuntura de nuevos liderazgos, los lineamientos y acuerdos de actores clave, la historia de la relación entre los pobladores y la tierra que ocupan), de las condiciones técnicas (ajuste de porcentajes, mínimos, máximos y básicos, etcétera). En suma, estos capítulos invitan a aprender de quienes ya están andando el camino.


Lo anterior permite tender otro puente con la Nueva Agenda Urbana, ya que la palabra clave para darle sentido es la “implementación”. En este sentido, uno de los propósitos de esta compilación es evidenciar que aún con el complejo —y muchas veces desalentador— escenario en nuestros espacios urbanos existen algunas oportunidades de intervención —unas pequeñas o de mayor escala, otras más probadas o incipientes— para la construcción de territorios más equitativos.


El reto sigue siendo el mismo: además de la importancia de la escritura de papers y la formulación de informes, el compromiso debe continuar siendo la socialización de este conocimiento, su transferencia a tomadores de decisiones, la concientización en las instituciones y, sobre todo, de los ciudadanos de a pie.


Carolina Inés Pedrotti
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1 Véanse en onu-Hábitat (2017) “Nuestros principios y compromisos”, punto 14, inciso b; “Compromisos de transformación en pro del desarrollo urbano sostenible”, números 34, 35, 49, 51, 69 y 71, y “Aplicación efectiva”, números 104, 107, 111, 112 y 137.


2 Destacan la campaña global Suelo Seguro que impulsa Hábitat para la Humanidad, así como la ejecución del Plan de Acción a 2018 del Grupo Urbano de Instrumentos de Suelo América Latina y el Caribe, de la Red Global de Instrumentos de Suelo de onu-Hábitat.





La nau y el panorama latinoamericano actual de los problemas vinculados con el suelo urbano


I


La Nueva Agenda Urbana: 
antecedentes, limitaciones  y perspectivas


Alfonso X. Iracheta Cenecorta*


Introducción1


Este capítulo no tiene más propósito que aportar al análisis general de la Nueva Agenda Urbana (nau), describir su evolución y explicar críticamente sus aportaciones y limitaciones en el contexto de la realidad latinoamericana. Para ello, he considerado un conjunto de argumentos que se desplegaron desde los trabajos preparatorios a la reunión mundial Hábitat II , los que se esgrimieron durante la reunión en Quito, Ecuador, y los que —al margen de la reunión formal— se discutieron y aprobaron en el Manifiesto de Quito, integrado en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso), Ecuador.


Es importante destacar que un elemento fundamental de este texto es el análisis de los esfuerzos de la nau para consolidar la buena gobernanza como un principio rector del desarrollo urbano, en el contexto global de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (Hábitat III), realizada del 17 al 20 de octubre de 2016, en Quito, Ecuador. Ahí se reconoció que, desde la óptica política y social, esta agenda representa un aliciente para transformar la realidad urbana de América Latina, la cual transita de su condición actual —caracterizada por la desigualdad y la presencia de una inmensa pobreza y precarismo socioespacial, la insustentabilidad ambiental y el desorden territorial en casi todas las ciudades del subcontinente— a una nueva condición de desarrollo social y respeto ecológico.


Los principios y valores que fueron expuestos y discutidos en Hábitat III demostraron no sólo los desafíos y problemas previsibles, sino apuntaron a algunas soluciones. En concreto, los mayores desafíos a resolver corresponden, por una parte, a la persistente desigualdad y pobreza en muchas ciudades y, por otra, a su explosiva expansión territorial y crecimiento y a las limitaciones gubernamentales para lograr su ordenamiento y atender sus consecuencias sociales y ambientales.


Desde este punto de vista y con el fin de presentar visiones plurales, en lo político y técnico, se incorporan diferentes perspectivas en torno a las acciones globales emprendidas desde 1976, los resultados alcanzados y el nuevo escenario mundial. El presente texto pretende recuperar las reflexiones, declaraciones, propuestas e instrumentos desarrollados por los organismos de las Naciones Unidas, por notables profesionales y por organizaciones internacionales, que se han dedicado a ir más allá de lo meramente urbano, para unir esfuerzos por crear espacios urbanos integrales, más equitativos y sostenibles, fundados en estrategias de gobernanza democrática y de construcción de una ciudadanía activa y corresponsable.


Antecedentes de la Nueva Agenda Urbana


La nau constituye un plan de acción global sobre los asentamientos humanos y los retos que enfrentan, en particular las regiones con menor desarrollo relativo del mundo. La iniciativa fue resultado de Hábitat III, y da seguimiento a las conferencias Hábitat I y Hábitat II. Las tres cumbres mundiales son los principales antecedentes de la nau y representan un esfuerzo por incorporar los temas urbanos a la agenda global de desarrollo de la Organización de las Naciones Unidas (onu), donde: “los grandes decisores dejaron en claro que la conferencia Hábitat I había sido un obstáculo más que un acontecimiento bienvenido y que la onu tenía poco para hacer con conflictos localizados, ‘no ligados al desarrollo’, como los asentamientos humanos y las problemáticas urbanas” (Garau, 2016: 104).


A continuación, se presenta un breve análisis cronológico de las cumbres de la onu y de las dos conferencias previas a Hábitat III, en las que se han definido metas globales con incidencia directa en las ciudades y en los asentamientos humanos. Debe entenderse que, en conjunto, las cumbres y conferencias internacionales han sido secuenciales, más que alternativas y sustitutivas, lo cual refleja la evolución y maduración del pensamiento territorial y ambiental y su impacto en los acuerdos globales y en las políticas que las naciones se comprometen a ejecutar como resultado de dichos acuerdos.


Cumbre de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente


Celebrada en Estocolmo, Suecia, en junio de 1972, ha sido reconocida como el inicio de la concientización política y pública de los problemas ambientales en el mundo, resumidos en una declaración de siete puntos y una resolución de 26 principios para la preservación y mejoramiento del medio ambiente (Gobierno de la República Mexicana, 1972).


Su relevancia radica en el impulso que recibió del libro de Barbara Ward y René Dubos, publicado en 1972 bajo el título Una sola tierra: el cuidado y conservación de un pequeño planeta, que integraba a la naturaleza con los asentamientos humanos (Cohen, 2016: 65), y el mandato político en la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano, de celebrar la primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre Asentamientos Humanos (Hábitat I).


Hábitat I


Esta conferencia (Vancouver, Canadá, junio de 1976) es el primer esfuerzo internacional por promover acciones globales de planificación y gestión territorial urbana; alcanzó tres grandes logros (Cohen, 2016: 65):



	A través de la Declaración y Plan de Acción de Vancouver se fomentó la inclusión de la geografía humana en las políticas públicas y se orientó a los gobiernos para crear ministerios y organismos de planificación y gestión del territorio. Esta declaración consta de 64 recomendaciones agrupadas en seis grandes temas: políticas y estrategias para los asentamientos humanos; planificación de los asentamientos humanos; vivienda, infraestructura y servicios; suelo; participación pública, e instituciones y gestión (onu-Hábitat, 1976).


	Fundar un Centro de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (cnuah) en Nairobi, Kenia; en 2002 se transformó en el Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (onu-Hábitat).


	Fomentar la creación de organizaciones de la sociedad civil dedicadas a las cuestiones urbanas. El impulso que tomaron estas organizaciones fue uno de los principales logros de Hábitat I, ya que el Comité Organizador de dicha conferencia se constituyó más tarde como Coalición Internacional para el Hábitat (hic, por su sigla en inglés), y se convirtió en portavoz de asociaciones civiles o colectivos que no formaban parte de las políticas de los gobiernos nacionales y locales.




La consecución de estos logros estuvo enmarcada en el fin de la Guerra Fría y la menor participación del Estado en la orientación del desarrollo, lo que posibilitó la participación de muchos países y “respaldó la teoría de que era posible establecer una agenda global gracias a la cooperación multilateral” (Cohen, 2016: 67).


Cumbre de la Tierra


La Cumbre de la Tierra o Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, 1992) fue la consecución de los esfuerzos de cooperación multilateral iniciados a finales de la década del ochenta. Uno de sus principales logros fue la aprobación de tres tratados de acción global firmados por 178 países:



	Agenda 21


	Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo


	Declaración de Principios para la Gestión Sostenible de los Bosques (onu, 1976).




A pesar de que los tres tratados constituyeron importantes esfuerzos sobre la biodiversidad, en cada uno fue notable el limitado énfasis sobre las ciudades o el entorno urbano y su vínculo con el medio ambiente, tema que se había desarrollado en Hábitat I.


El Foro Urbano Mundial (Curitiba, Brasil, mayo de 1992) fue previo a la Cumbre de la Tierra; su objetivo fue establecer la agenda marrón dedicada al medio ambiente urbano, en lugar de la agenda verde. Este encuentro fue el precursor de Hábitat II y la consecución bianual del Foro Urbano Mundial convocado por onu-Hábitat (un-Habitat, 2016).


Hábitat II


Hábitat II (Estambul, junio de 1996) tuvo un gran alcance debido a la participación de organizaciones de la sociedad civil, gobiernos locales y organizaciones mundiales de ciudades como metrópolis, cuyo resultado fue la adopción de la Declaración de Estambul sobre Asentamientos Humanos, que pugnó por garantizar una vivienda adecuada para todos y el desarrollo de asentamientos humanos sostenibles en proceso de urbanización. El Programa Hábitat se orientó a definir estrategias para el cumplimiento de la declaración y para aplicar el Programa de Buenas Prácticas que, desde entonces, ha reunido políticas y actuaciones urbanas que demuestran eficacia desde el punto de vista de la sostenibilidad (onu-Hábitat, 1996).


No obstante la amplia participación de las organizaciones de la sociedad civil, de las agencias de gobiernos locales, de la representación de más de 170 países y de los esfuerzos por vincular los temas urbanos con los ambientales, algunas de las reflexiones críticas sobre el desarrollo de Hábitat II y su posterior seguimiento apuntan a lo siguiente (Cohen, 2016: 70-74):



	A pesar de que se reconoció que el entorno urbano ambiental era importante en la planificación territorial, no avanzó lo suficiente para concientizar sobre la amenaza que suponía el cambio climático.


	Hábitat II se celebró en la etapa inicial de la conciencia mundial sobre la globalización; sin embargo, se dedicó poca atención a su impacto sobre las ciudades, así como su relevancia económica y productiva.


	Prevaleció el enfoque sectorial de los asentamientos humanos en la realización de debates, análisis y conclusiones: vivienda, mujeres, ecologistas, pero fueron inexistentes los debates transversales.


	La aplicación del Programa Hábitat resultó confusa; las acciones globales, recursos y funciones implicaban, por un lado, la delimitación de funciones para diferentes niveles de gobierno y, por otro lado, esfuerzos exhaustivos de descentralización, lo que limitaba la agregación necesaria que se requería para acciones que deberían ser a escala metropolitana.


	Al igual que Hábitat I, Hábitat II no avanzó en la creación de mecanismos de evaluación y seguimiento eficaces e independientes (incluso por parte  de las comisiones regionales de la onu), para que los gobiernos avanzaran en la rendición de cuentas de los compromisos que adquirieron. Por lo tanto, ha sido notable la poca voluntad de establecer los cambios políticos que implica adoptar estas agendas internacionales. Por el contrario, los gobiernos nacionales, estatales o locales se autoevalúan en términos de la agenda Hábitat.




Objetivos de Desarrollo del Milenio y el objetivo 7 sobre los asentamientos humanos y la pobreza


Hasta 2016, las conferencias Hábitat I y II se desarrollaron sin alineación directa con las cumbres o conferencias mundiales de la onu respecto al desarrollo. Sin embargo, en el año 2000, la agenda internacional de la onu comienza a vincularse con el quehacer de onu-Hábitat, a partir de la Declaración del Milenio (onu, 2000a), de la que derivan los Objetivos de Desarrollo del Milenio (odm), orientados a dar respuesta global a ocho facetas que comprenden los problemas de desigualdad y pobreza en el mundo (onu, 2000b):



	Erradicar la pobreza extrema y el hambre.


	Lograr la enseñanza primaria universal.


	Promover la equidad de género y la autonomía de las mujeres.


	Reducir la mortalidad infantil.


	Mejorar la salud materna.


	Combatir el vih/sida, el paludismo y otras enfermedades.


	Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente.


	Fomentar una asociación mundial para el desarrollo.




La mayoría de estos objetivos fueron aprobados para cumplirse en 2015, a partir de la línea base de pobreza establecida en 1990. Para hacer efectivo su cumplimiento se fijaron 18 metas y más de 40 indicadores y se establecieron sistemas de información con parámetros de comparación global. Dichos sistemas mostraron serias diferencias y deficiencias entre países, regiones y ciudades, tanto en calidad de información como en capacidad técnica (Iracheta y Pedrotti, 2012).


Entre los odm destaca el objetivo 7, cuya responsabilidad quedó en manos de onu-Hábitat en 2003. Las metas a evaluar incluyeron: la meta 9: incorporar los principios del desarrollo sustentable en las políticas y los programas nacionales y revertir la pérdida de recursos del medio ambiente; la meta 10: reducir a la mitad el porcentaje de personas que carezcan de acceso sostenible a agua potable y a servicios básicos de saneamiento para 2015, y la meta 11: mejorar considerablemente la vida de por lo menos 100 millones de habitantes de viviendas precarias para 2020.


La evaluación de las políticas ejecutadas de 2000 a 2010 y las transformaciones políticas de los países latinoamericanos evidenciaron la limitada consecución de dicho objetivo (en especial de las metas 10 y 11) y la necesidad de replantear el enfoque mundial de la pobreza y de la sostenibilidad ambiental, a partir de los siguientes argumentos (Iracheta y Pedrotti, 2012):



	Si bien la severidad de la pobreza es importante en las zonas rurales, hoy afecta a gran parte de la población urbana, sobre todo en América Latina. Por lo tanto, es válido pensar en la “urbanización de la pobreza”. La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal, 2002) estimaba que a finales de la década de 1990, seis de cada 10 latinoamericanos pobres vivían en zonas urbanas.


	Debido a la magnitud de la pobreza urbana, a mediados de la década de 2000, onu-Hábitat identificó una serie de preocupaciones resumidas en cuatro aspectos con tendencia a acelerarse: crecimiento de la informalidad en la economía y el territorio; creciente inequidad en las ciudades y segregación urbana residencial; aumento del déficit en la provisión de infraestructura y servicios urbanos, y deterioro de los mecanismos de adquisición de una vivienda adecuada.


	De acuerdo con el reporte de la onu sobre los odm, en 2007 se concluyó que a nivel mundial 30% de los habitantes urbanos en el mundo vivía en asentamientos precarios, con rezagos en el acceso a agua potable, saneamiento y viviendas con espacio habitable insuficiente. Si bien esta cifra era decreciente, al combinarse con la rápida expansión de las ciudades, fue más complejo el logro de la meta 10.


	Se detectó una relación directa entre pobreza y economía de supervivencia, con el deterioro del medio ambiente, “por lo que la atención al objetivo 7 relacionado con la sostenibilidad ambiental resultó un tema complejo que va más allá de lo estrictamente ambiental, ya que muchas de las presiones sobre el ambiente, y en algunos casos las soluciones, se relacionan con acciones sociales y económicas” (Iracheta y Pedrotti, 2010: 201-202). Por lo tanto, los avances reportados en materia de infraestructura no eran vinculantes con el manejo sustentable de los recursos naturales.




En síntesis, a partir de los diversos estudios, evaluaciones, foros, congresos convocados a nivel internacional y las campañas realizadas por onu-Hábitat2 durante la vigencia del objetivo 7, se reportaron a nivel mundial avances sectoriales en el logro de las metas establecidas; sin embargo, fue constante el reconocimiento de problemas relacionados con la falta de información suficiente y confiable; además de serias limitantes en el diseño de indicadores de seguimiento y evaluación, mismos que no se relacionaron con el fenómeno de la pobreza y con las políticas que aplicaron los gobiernos.


Desde esta perspectiva, algunas de las conclusiones enfatizaron la necesidad de diseñar y operar de manera participativa dichos indicadores, lo que permitiría reducir los riesgos que surgen cuando el gobierno define, ejecuta y evalúa sus políticas. Asimismo, desde entonces se ha establecido que si bien los odm, sus metas e indicadores fueron aplicados de manera general para todas las naciones, resultaron insuficientes para paliar el problema de la pobreza. Por el contrario, “se aprecia en la última década un creciente proceso de urbanización descapitalizada y muy precaria […] esta situación ha amenazado con convertirse en un grave problema de gobernabilidad, sustentabilidad y sobrevivencia social” (Iracheta y Pedrotti, 2010: 209 y 214).


Desde la perspectiva del suelo urbano es importante resaltar que estas agendas de onu-Hábitat no lo han considerado como el factor principal de la urbanización, en torno al cual debieran girar los acuerdos y políticas públicas nacionales y locales sobre el desarrollo urbano; su tratamiento ha sido indirecto, al reconocer, por ejemplo, el precarismo habitacional y la informalidad de los asentamientos humanos de bajo ingreso, que han dado pie a la conceptualización de la urbanización de la pobreza.


Esta consideración limitada no permite asumir un análisis y una crítica al comportamiento de los mercados típicamente urbanos: inmobiliario, constructor y financiero; tampoco facilita el análisis de la financiarización como estrategia capitalista de especulación inmobiliaria e inclusive de instrumento para acciones fuera de la ley como el lavado de activos.


En consecuencia, revalorar el papel del suelo en las agendas de onu-Hábitat y en las de los gobiernos nacionales y de las ciudades se ha convertido en un factor fundamental para enfrentar cuando menos dos graves problemas: la segregación socioespacial de los grupos de menor ingreso que no acceden a una localización adecuada por razones de precio del suelo habitacional o que son expulsados de las áreas consolidadas de las ciudades porque no pueden cubrir los precios por vivir ahí; y la especulación con la tierra urbana y urbanizable y con los edificios, imponiendo los mercados rentas absolutas, monopólicas y diferenciales, que permiten la concentración de las propiedades y la apropiación de las plusvalías por los propietarios, desarrolladores y especuladores.


Los retos de la urbanización


A partir de la segunda mitad del siglo xx, la dinámica migratoria del campo a las ciudades y las altas tasas de crecimiento demográfico marcaron a éste como el gran siglo de la urbanización. Al inicio del siglo xxi, más de la mitad de la población mundial residía en ciudades. En 2015, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (oecd, por su sigla en inglés) pronosticó que esta cifra representará 66% en 2050 y alrededor de 85% en 2100; además destacó que las protagonistas serán las grandes metrópolis, que actualmente generan 60% del pib mundial (Dobbs et al., 2011: 1).


Como afirma onu-Hábitat, la urbanización ha sido profundamente desigual en el mundo y su dinámica no se ha detenido, por lo que la nau debe enfrentar un conjunto de procesos, entre los que destacan los siguientes (onu-Hábitat, 2016: 3-69):



	Se estima que en 2030 la población urbana de países en desarrollo se duplique y la superficie urbana se triplique. Las grandes ciudades y las zonas metropolitanas serán las de mayor relevancia urbana y económica a nivel mundial.


	Actualmente, 40% de la población mundial es menor a 24 años y la población mayor de 60 años crece a mayor ritmo (3.26% anual), por lo que se prevé un incremento en los niveles de dependencia económica y demanda de empleo en las ciudades.


	En los próximos decenios, 95% de la expansión urbana se producirá en ciudades de países en desarrollo. El precarismo y la informalidad en los asentamientos humanos afecta a 29.7% de la población de estos países, lo cual evidencia la persistente pobreza y desigualdad socioespacial.3



	La rápida urbanización está ejerciendo presión sobre el abastecimiento de agua dulce, aguas residuales, medios de vida y salud pública, por lo que la demanda de todo tipo de servicios básicos urbanos (agua, drenaje, energía, limpieza, mantenimiento), transporte, espacios públicos y equipamientos sociales (educación, salud, cultura, recreación, abasto) se ha incrementado de manera constante y desproporcionada en relación con los recursos y capacidades de los gobiernos locales, provocando un persistente déficit y una calidad de vida muy baja para buena parte de los ciudadanos.


	Las ciudades ocupan apenas 3% del planeta, pero representan entre 60 y 80% del consumo de energía y 75% de las emisiones de carbono, de ahí que su responsabilidad en el cambio climático es creciente y muy relevante, lo que hace evidente la urgencia de integrar las políticas territoriales y urbanas con las ambientales.




Respecto a la región latinoamericana, onu-Hábitat (2017) establece el siguiente escenario urbano:



	América Latina y el Caribe tienen una tasa de urbanización de casi 80%, la más elevada del planeta. Su población se ha multiplicado por ocho; pasó de 60 millones de habitantes a cerca de 588 millones en 2010. Para 2030, se estima que 90% de esta población habite en zonas urbanas.


	México y Brasil suman más de la mitad de la población regional (18.5 y 33%, respectivamente). Para 2030, el crecimiento demográfico en estos países, al igual que el resto de la región, será de menos de 1% anual.


	La migración campo-ciudad sigue siendo factor de crecimiento en los países más poblados, pero el flujo migratorio entre ciudades se ha convertido en su principal característica. Entre las causas destacan la concentración económica, las ventajas de localización y las externalidades negativas en aglomeraciones urbanas (mayores índices de violencia, congestión del tráfico, altos niveles de contaminación o un costo de vida y del suelo urbano más elevado).


	El crecimiento urbano es expansivo, con características de dispersión y periurbanización, por lo que es complejo delimitar lo urbano. Se caracteriza por una densidad elevada en el centro, que disminuye hacia la periferia. En ciudades como Buenos Aires, Montevideo, Santiago de Chile y el Valle de México, los proyectos de vivienda social subsidiada tienden a localizarse en las áreas periféricas donde el suelo es más barato (el más lejano, mal conectado y poco servido).


	Desde la adopción de la Declaración del Milenio en 2000, la región no ha logrado avances significativos en la reducción de la pobreza, sobre todo en la urbana.4



	Si bien las ciudades concentran las actividades económicas con mayor generación de riqueza, el círculo vicioso de la desigualdad parece ser más fuerte.




La inseguridad y la migración internacional son los grandes temas de actualidad, al grado que se considera al siglo xxi como el de las migraciones. Casi en su totalidad estos fenómenos ocurren en las ciudades y sus entornos inmediatos, por lo que la vida urbana se ve afectada.


No obstante estos retos, la densidad relativamente alta de las ciudades y su capacidad para concentrar el poder de la sociedad pueden lograr acuerdos socio-políticos para atenuar los problemas sociales y ambientales que generan, para incrementar la eficiencia y la innovación tecnológica en el funcionamiento urbano y, al mismo tiempo, reducir el consumo de recursos y de energía y, en consecuencia, la emisión de los gases de efecto invernadero (GEI).


La Nueva Agenda para el Desarrollo Urbano


Las agendas globales para el desarrollo, la recuperación del ambiente y la atención de la pobreza y la desigualdad socioespacial en las ciudades, promovidas especialmente por la onu durante casi medio siglo, contrastadas con sus avances y logros, han dado pie a su revisión en profundidad, no sólo desde la perspectiva general del desarrollo, sino en particular —para efectos de este texto— de la agenda urbana, que por primera vez alcanza un alto reconocimiento, como resultado de hechos incontrovertibles: gran parte del mundo es urbano desde el cierre de la primera década del siglo xxi; las ciudades son responsables de casi 70% de la emisión de GEI; las ciudades del mundo en desarrollo siguen agudizando la desigualdad y, en muchos casos, incrementando la pobreza.


Como resultado, nuevas agendas han sido impulsadas y gestionadas a nivel mundial con un enfoque más integral y con un énfasis más claro en los retos y problemas económicos, sociourbanos y ambientales.


La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible


Esta agenda fue aprobada por los 193 Estados miembros de la onu y entró en vigor el 1 de enero de 2016; se compone por 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), 169 metas integradas e indivisibles y más de 200 indicadores que equilibran las tres dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental. Su objetivo es ser una hoja de ruta que guíe las decisiones públicas de las naciones sobre los temas del desarrollo hasta 2030. Los 17 ods son:



	Poner fin a la pobreza en todas sus formas en todo el mundo.


	Poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria y la mejora de la nutrición y promover la agricultura sostenible.


	Garantizar una vida sana y promover el bienestar para todos en todas las edades.


	Garantizar una educación inclusiva, equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje durante toda la vida para todos.


	Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y niñas.


	Garantizar la disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento para todos.


	Garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible y moderna para todos.


	Promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente para todos.


	Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización inclusiva y sostenible y fomentar la innovación.


	Reducir la desigualdad en y entre los países.


	Conseguir que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles.


	Garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles.


	Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus efectos.


	Conservar y utilizar en forma sostenible los océanos, los mares y los recursos marinos para el desarrollo sostenible.


	Proteger, restablecer y promover el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, efectuar una ordenación sostenible de los bosques, luchar contra la desertificación, detener y revertir la degradación de las tierras y poner freno a la pérdida de diversidad biológica.


	Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles.


	Fortalecer los medios de ejecución y revitalizar la alianza mundial para el desarrollo sostenible (onu, 2015b).




Esta agenda representa una oportunidad para América Latina y el Caribe, porque incluye un conjunto de temas prioritarios relativos a la erradicación de la pobreza extrema, a la reducción de la desigualdad social, las posibilidades de un desarrollo económico que impulse el empleo y el trabajo decente; además, pone en valor el espacio urbano, al enfatizar la urgencia de acuerdos para avanzar hacia ciudades sostenibles y enfrentar los problemas que derivan del cambio climático.


Los ods han sido asociados a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, con el fin de que su conocimiento permita formular visiones integrales y a largo plazo para el desarrollo sostenible, enfocándolos como instrumentos de planificación participativa y de evaluación de políticas públicas y de acciones de la sociedad.


Ambas agendas, integradas a otras,5 han sido una oportunidad para cambiar los patrones de producción y consumo, así como para manejar la energía y el ambiente desde visiones sostenibles. La razón fundamental es que el mundo ha entrado en una nueva época, por lo que se requiere cambiar los paradigmas sobre el desarrollo dominante, en los que persiste la idea de un crecimiento económico sin límite y el bajo control de las actividades económicas, lo cual ha conducido a un extractivismo global en varios sectores, como la agricultura, la minería, las pesquerías y la urbanización descontrolada.


La oportunidad se presenta en el aprovechamiento de estas agendas para reorientar la economía mundial y sus procesos de producción y consumo hacia un desarrollo sostenible, inclusivo y con visión a largo plazo que inició su aplicación en 2016 y se espera muestre resultados relevantes en 2030. De esta manera, se conformó un compromiso mundial en el marco de una alianza mundial reforzada que permite cambiar el estilo de desarrollo, a través del respeto al medio ambiente y la reducción tanto de la desigualdad en la distribución de la riqueza como de los beneficios del desarrollo.


Con base en esta agenda y otros acuerdos globales suscritos por los Estados miembros de la onu, la Cepal ha establecido un conjunto de prioridades para apoyar su ejecución, a partir de un reconocimiento de las particularidades y heterogeneidad social y espacial de América Latina y el Caribe, además de las que existen dentro de ella en sus ámbitos urbano, regional y nacional; asimismo, se identifica la necesidad de fortalecer a las instituciones a fin de establecer puentes entre los ámbitos global y nacional. Las prioridades definidas por la Cepal son:


*La centralidad de la igualdad. La promoción de una integración equilibrada de las tres dimensiones del desarrollo sostenible —económica, social y ambiental— en la formulación e implementación de estrategias y políticas nacionales. El cambio estructural progresivo que aumente la incorporación de conocimiento en la producción, garantice la inclusión social y permita avanzar en una senda de crecimiento bajo en carbono mediante un gran impulso ambiental. El análisis de aspectos clave del financiamiento para el desarrollo y la implementación de la Agenda de Acción de Addis Abeba (como el financiamiento tradicional y los mecanismos innovadores para el cierre de brechas, y la transferencia de tecnología y el comercio justo), incluidos el alivio de la deuda en el Caribe, el combate a los flujos ilícitos y la reducción de la evasión y elusión fiscales. La diversificación de la matriz productiva, con inversiones públicas y privadas que hagan viables los patrones de producción, consumo y energéticos con menores emisiones de carbono, la economía circular y las ciudades inteligentes. El avance en la innovación tecnológica, la economía digital y la sociedad de la información. La construcción de capacidades a través de la educación de calidad, la universalización de la protección y la economía del cuidado, la creación de empleo con derechos y la provisión de mejores bienes públicos. La gobernanza de los recursos naturales. El fortalecimiento de la acción e integración regionales en las áreas productiva, comercial, tecnológica, fiscal, financiera, de infraestructura y en las cadenas de valor de bienes y servicios ambientales. El acceso a la información y la participación ciudadana. La reafirmación de la relevancia de las instituciones y la redefinición de la ecuación entre el Estado, el sector privado y la sociedad civil.


La cooperación Sur-Sur y el apoyo al crecimiento de los países de renta media. La promoción de diálogos y foros con múltiples partes interesadas para favorecer la coherencia y legitimidad en materia de políticas. La coordinación del sistema de las Naciones Unidas a nivel regional. La democratización de la toma de decisiones en foros globales financieros y comerciales y la promoción del acceso de los países en desarrollo a dichos foros (Cepal, 2018a: 11-12).


El objetivo 11 relativo a las ciudades


Desde la óptica territorial y urbana, destaca el objetivo 11 de los ods, atribuido a onu-Hábitat: “Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles”, el cual intenta conformar una visión más integrada del fenómeno urbano, que no se logró en los odm.


El objetivo plantea que los problemas urbanos afectan negativamente la calidad de vida y ejercen una presión constante sobre el suelo y los recursos naturales. De ahí que, frente a los grandes retos de las ciudades, sea una gran innovación y un logro posicionar el tema de desarrollo urbano en la agenda del debate nacional e internacional del desarrollo. Reconoce el papel clave que juega la urbanización para el desarrollo de las comunidades, las ciudades y naciones. Establece la necesidad de resolver los problemas que existen en el ámbito urbano, desde el enfoque de la prosperidad de las ciudades, lo que implica que se aprovechen mejor los recursos y se reduzca la contaminación y la pobreza. Tiene 10 metas que son la base para el diseño de indicadores de monitoreo y evaluación de resultados:



	Para 2030, asegurar el acceso de todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles y mejorar los tugurios.


	Para 2030, proporcionar acceso a sistemas de transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para todos y mejorar la seguridad vial, en particular mediante la ampliación del transporte público, prestando especial atención a las necesidades de las personas en situación vulnerable, las mujeres, los niños, las personas con discapacidad y las personas de edad.


	Para 2030, aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos en todos los países.


	Redoblar los esfuerzos para proteger y salvaguardar el patrimonio cultural y natural del mundo.


	Para 2030, reducir de forma significativa el número de muertes y de personas afectadas por los desastres incluidos los relacionados con el agua, y reducir sustancialmente las pérdidas económicas directas vinculadas al producto interno bruto mundial causadas por los desastres, haciendo especial hincapié en la protección de los pobres y las personas en situaciones vulnerables.


	Para 2030, reducir el impacto ambiental negativo per cápita de las ciudades, incluso prestando especial atención a la calidad del aire y la gestión de los desechos municipales y de otro tipo.


	Para 2030, proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, en particular para las mujeres y los niños, las personas de edad y las personas con discapacidad.


	Apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y regional.


	Proporcionar apoyo a los países menos adelantados, incluso mediante la asistencia financiera y técnica, para que puedan construir edificios sostenibles y resilientes utilizando materiales locales.


	Para 2020, aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión el uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia ante los desastres, y desarrollar y poner en práctica, en consonancia con el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, la gestión integral de los riesgos de desastre a todos los niveles (onu, 2015b).




Estas metas representan una hoja de ruta para diversos actores sociales (en particular políticos y administradores urbanos), para enfocar las decisiones estratégicas hacia logros específicos con resultados medibles, que permiten observar lo que funciona y lo que no funciona de una manera más pragmática y práctica.


La Nueva Agenda Urbana


A partir de la primera década del siglo xxi surgen movimientos sociales asociados a la urbanización y una creciente concientización internacional del fenómeno urbano, sobre todo cuando onu-Hábitat reconoce oficialmente que a partir de 2007 más de la mitad de la población mundial radica en ciudades y que de manera creciente la población de bajo ingreso tiende a ser mayoritaria en muchos países, entre los que destacan los latinoamericanos.


Tales fenómenos llevaron a esta agencia de la onu a denominar estos procesos como la “urbanización de la pobreza”, concentrando sus esfuerzos en la promoción de acciones para reducir la inequidad y pobreza urbanas. Como resultado de la toma de conciencia que ha provocado en el mundo el acelerado proceso de urbanización y sus secuelas de precarismo e insustentabilidad se aprobó la nau en la Cumbre Hábitat III.


A pesar de que existe un amplio consenso respecto a que la urbanización genera riqueza y ayuda a crear condiciones para reducir la desigualdad social y espacial, lamentablemente las acciones esperadas por parte de los gobiernos y poderes económicos con fuerte impacto en los territorios no se han correspondido con este acuerdo ni con la preocupación global sobre los retos que enfrentan las ciudades.


Además de las experiencias de Hábitat I y Hábitat II y de las cumbres mundiales en las que se han analizado los problemas de los asentamientos humanos, la realidad actual indica que la política internacional ha tenido un bajo impacto, sobre todo en los países de menor desarrollo relativo y muy claramente en los latinoamericanos.


Hábitat III y la Nueva Agenda Urbana


La importancia de las ciudades es el leitmotiv que ha delineado la nau, resultado del proceso y conclusión de las negociaciones previas a Hábitat III. A diferencia de procesos anteriores, se reconoce a las ciudades y lo que en ellas se encuentra, como los actores principales de esta nueva agenda, donde tanto o igualmente importantes son los gobiernos nacionales. Su eslogan: “Buena urbanización es buen desarrollo – buen desarrollo es buena urbanización”.


En dichas negociaciones se estableció la necesidad de que la nau reflejara el conocimiento y las visiones del mayor número de actores urbanos a nivel global, por lo que se produjeron 21 documentos temáticos (issue papers) que resaltaron las dimensiones del quehacer urbano y sus temas críticos; además, permitieron acumular prácticas exitosas de la buena urbanización y elaborar herramientas prácticas para desarrollar políticas urbanas alineadas con la visión de la nau. Como resultado se crearon los policy papers, que constituyen la espina dorsal del documento final de la Conferencia de Hábitat III, cuyo contenido se integra por dos grandes apartados: la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Humanos Sostenibles para Todos y el Plan de aplicación de Quito para la Nueva Agenda Urbana.


La Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Humanos Sostenibles para Todos


Esta declaración reconoce en 10 puntos que a pesar de haber constatado mejoras en la calidad de vida desde Hábitat I (1976), la pobreza, desigualdad (con la consecuente exclusión y segregación espacial) y degradación ambiental siguen siendo los principales obstáculos para el desarrollo sostenible a nivel mundial. También, reconoce las reuniones preliminares a Hábitat III y las contribuciones de los gobiernos nacionales, subnacionales y locales en la definición de la nau; reafirma el compromiso mundial con la ejecución de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en particular con el objetivo 11 y sus metas, y distingue a la cultura en la promoción del desarrollo sostenible de las ciudades, los asentamientos humanos y los ciudadanos (onu-Hábitat, 2017: 3).


En un apartado de cinco puntos y subpuntos se enumera la visión compartida de la nau y se destaca el derecho a la ciudad, que implica promover asentamientos humanos y ciudades que cumplan una función social (derecho a la vivienda adecuada y acceso universal a todos los bienes y servicios públicos de calidad); alentar la participación ciudadana; lograr la igualdad de género; afrontar los desafíos y oportunidades de un crecimiento económico inclusivo y sostenible, y cumplir sus funciones territoriales más allá de los límites administrativos (lo que comprende el reconocimiento de la metropolización). Asimismo, se promueve la movilidad urbana accesible para todos, la gestión de desastres, el incremento de la resiliencia, la mitigación y adaptación al cambio climático y la protección, conservación y restauración de los ecosistemas; la planificación urbana integrada y el diseño, los marcos de financiación sostenible y la cooperación de todos los niveles de gobierno, la participación de la sociedad civil y las partes interesadas, entre otros componentes y compromisos signados que impulsan un cambio en el paradigma urbano vigente.


Por último, en siete puntos de un llamado a la acción se afirma el reconocimiento universal de la nau, así como la visión colectiva y el compromiso político con un desarrollo urbano sostenible, que toma en cuenta las diferentes realidades, capacidades y niveles de desarrollo nacionales, y respeta los desafíos, únicos y emergentes, que son específicos para cada contexto nacional, urbano e inclusive barrial y de cada asentamiento informal, de migrantes o de refugiados.


Plan de aplicación de Quito para la Nueva Agenda Urbana


En este plan se asume a la nau como el instrumento clave para ayudar a los gobiernos y a la sociedad a alcanzar un desarrollo urbano sostenible; se definen 56 compromisos de transformación en tres dimensiones: social, económica y ambiental, desde una perspectiva integrada e indivisible y se establece un marco para su aplicación efectiva (onu-Hábitat, 2017: 13-26):



	
 El desarrollo urbano sostenible en pro de la inclusión social y la erradicación de la pobreza.  Comprende 18 compromisos, sobresalen los relativos al apoyo a la producción social del hábitat, el acceso a la vivienda adecuada, la seguridad en la tenencia de la tierra, el valor del espacio público y el patrimonio natural y cultural.


	
 Prosperidad urbana sostenible e inclusiva y oportunidades para todos.  A través de 20 compromisos reconoce el impacto de la economía y la infraestructura urbana en la transformación y la prosperidad urbana. Destacan los compromisos relativos al desarrollo de las economías urbanas y a apoyar la función social y económica de la vivienda; la colaboración institucional; la interacción, conectividad y movilidad en los sistemas territoriales (urbanos y rurales); la planificación y el diseño urbano orientados a niveles adecuados de compacidad, densidad y policentrismo; la creación de espacios públicos seguros, integradores, verdes y de calidad; la promoción de las inversiones, innovaciones y el espíritu empresarial, y la atención al cambio demográfico esperado en el futuro.


	
 Desarrollo urbano resiliente y ambientalmente sostenible.  Se atiende en 18 compromisos. Destacan los relativos a resolver el cambio climático, enfrentar y contener el consumo no sostenible, mejorar los barrios marginales, favorecer la eficiencia energética y la función social y ecológica del suelo; asimismo, aplicar procesos de planificación urbana y territorial participativa, con enfoque a largo plazo, de resiliencia y basada en la gestión de recursos hídricos.




Como resultado de estos dos apartados, se diseñó y acordó el Plan de Acción Regional (par) para la implementación de la Nueva Agenda Urbana en América Latina y el Caribe, 2016-2036. Una vez que fue aprobada la nau, la Cepal, onu-Hábitat y la organización de Ministros y Autoridades Máximas de Vivienda y Urbanismo de América Latina y el Caribe (MINURVI) elaboraron dicho plan para la nau, el cual fue presentado en la Conferencia de las Ciudades, en octubre de 2017, en la sede de la Cepal en Santiago de Chile (Cepal, 2018b).


Además de cumplir con la nau, el par pretende reforzar el cumplimiento de los ods, ya que 50% de las metas de sus 17 objetivos se vinculan con la nau. El plan destaca varios ejes:



	La reforma urbana que promueva una nueva legislación en los países.


	El rescate de la planificación urbana, desde la perspectiva de una planificación integral y participativa, que aterriza en proyectos urbanos incluyendo el diseño urbano.


	El financiamiento del desarrollo urbano, desde la economía de las ciudades, toma en cuenta el suelo como factor fundamental y reconoce lo local como sujeto del desarrollo urbano.




Con el propósito de cumplir el par, se diseñó un sistema de seguimiento y monitoreo del avance de las políticas públicas y de los fenómenos urbanos a través de la Plataforma Urbana y de Ciudades para América Latina y el Caribe, que se integra por un foro para el diálogo sistemático sobre el avance de la agenda, desde una perspectiva del futuro urbano de la región; además, tiene como instrumento de diálogo y cooperación sur-sur la creación de un Observatorio Urbano para la región.


En el contexto de la Agenda 2030, la Unión de Ciudades Capitales Iberoamericanas (ucci) desarrolla, a la par que el par, un conjunto de acciones de colaboración y cooperación entre grandes ciudades y metrópolis sobre diversos temas de orden económico, social, ambiental y espacial; tiene como ejes de trabajo y compromisos el cumplimiento de los ods y la nau y la defensa de los derechos humanos, entre otros temas relevantes.


Desde ópticas similares, organizaciones de municipios a nivel de la región latinoamericana, como la Federación Latinoamericana de Ciudades, Municipios y Asociaciones de Gobiernos Locales (Flacma), la organización de ciudades del Mercosur (Mercociudades) y la Red Mundial de Ciudades y Gobiernos Locales y Regionales, entre otras, impulsan agendas asociadas que tienen como hilo conductor el reconocimiento de los problemas de desigualdad, pobreza, inseguridad, baja institucionalidad y Estado de derecho en muchas ciudades del subcontinente; al igual promueven acciones de desarrollo urbano y ordenamiento ambiental desde ópticas integradas y colaborativas entre países y ciudades.


Uno de los retos históricos de las conferencias de onu-Hábitat ha sido la aplicación efectiva de sus resoluciones y compromisos asentados en declaraciones y agendas. Por ello, en la nau, y en particular en el Plan de Acción de Quito y el par, se aceptó que se requiere un marco normativo favorable a nivel nacional, subnacional y local, la concreción de medios eficaces para su ejecución y la cooperación internacional en la creación de capacidades e intercambio de buenas prácticas. De ahí que los firmantes de la declaración asumieron un conjunto de compromisos organizados en cuatro vertientes:



	
Desarrollar la estructura de gobernanza urbana: establecer un marco de apoyo.  El marco de apoyo comprende ocho puntos orientados a la buena gestión urbana y cooperación en todos los niveles institucionales y territoriales (lo urbano y lo rural). Los gobiernos municipales se establecen como un foco especial de apoyo para aplicar la gobernanza metropolitana.


	
Planificación y gestión urbana del desarrollo espacial.  Se reconocen las Directrices Internacionales sobre Planificación Urbana y Territorial (onu-Hábitat, 2015). A partir de 33 puntos se enfatiza la necesidad de elaborar planes de ordenación territorial (incluidos los planes metropolitanos y de ciudades y regiones) flexibles, integrados y equilibrados, en diferentes escalas (urbana y rural) y evaluables. Entre los temas a incluir en la planificación integrada destacan: la seguridad alimentaria, las interrelaciones de ciudades y territorios, los usos del suelo sociales y económicos mixtos, los espacios públicos seguros y de calidad, la seguridad vial, la movilidad urbana asequible, accesible y sostenible, la gestión del agua, el riesgo climático y la cultura (esta última se establece como componente prioritario de los planes y estrategias urbanas).


	
Medios de aplicación.  En 35 puntos se establecen los medios de aplicación de la nau, se enfatiza la participación de muchos actores y el aprovechamiento de la gran variedad de medios de ejecución con que cuentan las ciudades. Se destaca el desarrollo de capacidades (técnicas, políticas, sociales, instrumentales), la cooperación (internacional entre ciudades) y la movilización de recursos financieros (públicos, privados y sociales de origen nacional o internacional), paralelamente a los marcos políticos y legales, destacan como fuente de recursos la fiscalización del suelo en las ciudades.


	
Seguimiento y evaluación.  En 15 puntos se describe la necesidad de dar seguimiento, evaluar el impacto (en un informe a elaborar cada cuatro años), garantizar la aplicación efectiva y oportuna, la rendición de cuentas y la transparencia en la ejecución de la nau y la Agenda 2030. Se establece que se realizará un análisis cuantitativo y cualitativo, evaluaciones periódicas, reuniones y conferencias que apoyarán el seguimiento y la revisión de la nau.




Percepciones críticas sobre Hábitat III y la Nueva Agenda Urbana


Desde diversos ámbitos (académico, político y social) se han planteado en general algunas limitantes en el alcance de las propuestas de onu-Hábitat y en particular sobre la Agenda 2030, la nau y Hábitat III (Iracheta y Pedrotti, 2012; Cohen, 2016; Garau, 2016; Flacso Ecuador, 2016; Borja, Carrión y Corti, 2016).


Sobre la Agenda 2030


La Agenda 2030 ha mostrado algunas limitantes que han sido evidenciadas a nivel internacional, destacan las siguientes:



	Las metas establecidas en la Agenda 2030 no aluden a la dimensión metropolitana en el desarrollo urbano. Se ha expresado que el esfuerzo emblemático de reunir actores de todo el mundo para trazar las nuevas orientaciones del desarrollo urbano para el siglo xxi no contempla una serie de aspectos clave que enfrentan ciudadanos y autoridades, como las relaciones urbano-regionales y, en particular y con más claridad, el manejo de las grandes aglomeraciones urbanas y el desafío de la gobernanza metropolitana.


	Entre las críticas se recoge la preocupación de las deficiencias, tanto de los ods, para poder satisfacer las demandas de la ciudadanía en el siglo xxi, como la evasión de enfrentar en profundidad los desafíos de gobernanza y democratización en el manejo y gestión del territorio.
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